Para restar valoración al informe desfavorable se recurrió a dos informes sociales y uno psicológico además de lo previsto en el artículo 17 de la Ley en cuanto al establecimiento de condiciones para la libertad vigilada.

Nótense los argumentos recogidos por el sentenciador en el considerando undécimo que reflejan la situación de nula posibilidad de reinsersión que el cumplimiento efectivo de pena genera.
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Alejandra Kaiser Colivoro. 
Lectura de sentencia.:

· Se da lectura a la parte resolutiva de la sentencia que se adjunta a continuación.
· Las partes se dan por notificadas en este acto, no renunciando a los plazos legales.

· Se deja sin efecto la prisión preventiva decretada en contra de la imputada, y se decreta como medida cautelar en contra de la imputada, la de firmar en forma diaria en dependencias de este Tribunal  de Lunes a Sábado, comenzando por el día de mañana, y los días domingos en Carabineros de Castro. Ofíciese al efecto.

Dirigió la audiencia y resolvió - JACQUELINE ALEJANDRA GUERRA VARGAS.

En Castro, a nueve de agosto de dos mil siete.
VISTO, OIDO Y CONSIDERANDO:
PRIMERO: Que ante este Juzgado de Garantía de Castro se ha desarrollado la audiencia de procedimiento abreviado, en estos antecedentes Rol Único de Causa Nº 0700367634-4,  Rit N° 698-2007, con la asistencia de la fiscal del Ministerio Público doña Cristina Cárcamo Pérez, domiciliada en Chacabuco N° 367 de esta ciudad; de la acusada MARCELA DEL CARMEN CHÁVEZ GÓMEZ, cedula de identidad N° 12.595.293-3, nacida el 19 de Agosto de 1974, domiciliada en calle Aureliano Sánchez N° 506, Población Prat 2, de la ciudad de Castro, actualmente sometida a Prisión Preventiva en el Centro de Cumplimiento de Condena de la ciudad de Puerto Montt,   legalmente representada por el Defensor Penal don Claudio Herrera Reyes, domiciliado en calle Serrano N° 565, de la ciudad de Castro, por el  delito de Robo con Intimidación. 

SEGUNDO: Que, en la audiencia antes referida, conforme a lo previsto en el artículo 407 inciso segundo del Código Procesal Penal, el  Ministerio Público acusó verbalmente por los siguientes hechos: El día 16 de Mayo del 2007,  a las 12:35 horas aproximadamente,  en circunstancias que la víctima Paola Jessica Bastidas Chaura, se encontraba atendiendo el local comercial  de venta de celulares ubicado en calle Latorre N° 218, de esta ciudad, ingresó a dicho local la acusada, quien  solicitó comprar un teléfono celular y varias tarjetas de prepago, y en instantes en que la víctima le hacía entrega de las especies solicitadas,  sacó de entre sus vestimentas un arma que aparentaba ser de  fuego, con la cual intimidó a la víctima, apuntándola al cuerpo, manifestándole con voz fuerte, “esto es un asalto, así que quédate quietecita, no hagas nada o te voy a dar un tiro...”, procediendo a sustraer bajo dicho acto intimidatorio, un teléfono celular marca Nokia 3220 de la empresa Entel en su respectiva caja; 10 tarjetas de prepago  Entel Pcs de $3.500 cada una;  05 tarjetas de prepago ENTEL Pcs de $5000 cada una y 05 tarjetas de prepago  Movistar de $3.500 cada una, dándose a la fuga del lugar  con las especies en su poder.  

A juicio de la Fiscalía los hechos descritos son constitutivos del delito de Robo con Intimidación, previsto y sancionado en el artículo 436 del Código Penal, en relación al artículo 432 del mismo cuerpo legal, en grado de Consumado, correspondiéndole a la acusada, según lo dispuesto en el artículo 15 N° 1 del Código Penal, participación en calidad de autora del delito materia de la  acusación, toda vez que tomó parte en la ejecución del hecho de manera inmediata y directa.

En opinión el Ministerio Público a la acusada le benefician las circunstancias atenuantes establecidas en el artículo 11 N° 6  y 9 del Código Penal, esto es, “Si la conducta anterior del delincuente ha sido irreprochable” y “Colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos”, sin la concurrencia de circunstancias agravantes de responsabilidad penal.

Finalmente, considerando la pena asignada al delito por el que se acusa, el grado de desarrollo del mismo, la participación de la acusada, la  concurrencia de dos circunstancias atenuantes, la no concurrencia de agravantes de responsabilidad penal, la extensión del mal causado y lo establecido artículo 68 del Código Penal, la Fiscalía solicita se imponga a la acusada MARCELA DEL CARMEN CHÁVEZ GÓMEZ, la pena de  CINCO AÑOS  DE PRESIDIO MENOR EN SU GRADO MAXIMO, más las penas accesorias del artículo 29 del Código Penal, esto es,  la de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena y se les condene al pago de las costas según lo prescrito en el artículo 45 y siguientes del Código Procesal Penal.

TERCERO: Que en la referida audiencia se solicitó y se acordó proceder conforme a las reglas del procedimiento abreviado, según las normas de los artículos 406 y siguientes del Código Procesal Penal, y para efectos de la referida solicitud el Ministerio Público, en conformidad a la facultad que le otorga el artículo 407 del citado cuerpo legal y para el evento de que la acusada aceptase los hechos de la acusación y antecedentes de la investigación fiscal y modificó en consecuencia su petición de pena a aplicar, rebajándola de  CINCO AÑOS  DE PRESIDIO MENOR EN SU GRADO MAXIMO, más las penas accesorias del artículo 29 del Código Penal, esto es,  la de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena y las costas de la causa a la pena de CUATRO AÑOS DE PRESIDIO MENOR EN SU GRADO MAXIMO, más las accesorias legales que corresponda, y las costas de la causa.
CUARTO: Que, al consultársele directamente a la acusada, al tenor de lo indicado en los artículos 406 inciso 2° y 409, ambos del Código Procesal Penal, en conocimiento de los hechos materia de la acusación y de los antecedentes de la investigación que la fundan, aceptó expresamente todos y cada uno de los hechos indicados en la acusación presentada por la Fiscal del Ministerio Público, ya enunciados en los considerandos precedentes, así como los antecedentes de la investigación respectiva.


QUINTO: Que los hechos que se dan por probados en base a la aceptación que la acusada ha manifestado respecto a los antecedentes de la investigación, así como al mérito de éstos, valorados en la forma prevista en el artículo 297 del Código Procesal Penal, son los siguientes:

El día 16 de Mayo del 2007,  a las 12:35 horas aproximadamente,  en circunstancias que la víctima Paola Jessica Bastidas Chaura, se encontraba atendiendo el local comercial  de venta de celulares ubicado en calle Latorre N° 218, de esta ciudad, ingresó a dicho local la acusada, quien  solicitó comprar un teléfono celular y varias tarjetas de prepago, y en instantes en que la víctima le hacía entrega de las especies solicitadas,  sacó de entre sus vestimentas un arma que aparentaba ser de  fuego, con la cual intimidó a la víctima, apuntándola al cuerpo, manifestándole con voz fuerte, “esto es un asalto, así que quédate quietecita, no hagas nada o te voy a dar un tiro...”, procediendo a sustraer bajo dicho acto intimidatorio, un teléfono celular marca Nokia 3220 de la empresa Entel en su respectiva caja; 10 tarjetas de prepago  Entel Pcs de $3.500 cada una;  05 tarjetas de prepago ENTEL Pcs de $5000 cada una y 05 tarjetas de prepago  Movistar de $3.500 cada una, dándose a la fuga del lugar  con las especies en su poder.   

SEXTO: Que los hechos reseñados precedentemente se encuentran, a juicio de esta sentenciadora, suficientemente acreditados, más allá de toda duda razonable, por la aceptación expresa de ellos hecha por la acusada, así como por los antecedentes de la investigación efectuada por el Ministerio Público, de los cuales se señalan:

1. Parte Policial Nº 1202 de fecha 16 de mayo de 2007 que da cuenta de la relación de los hechos, especialmente de las circunstancias de la detención de la acusada.

2. Extracto de  Filiación y Antecedentes de la acusada Marcela del Carmen Chávez Gómez, que da cuenta que ésta no registra anotaciones prontuariales pretéritas. 

3. Informe psicológico N° 032-2007,  de fecha 30 de mayo de 2007, emitido por el Servicio Médico Legal, Unidad de Salud Mental de Puerto Montt que señala que no se evidencia en el pasado episodios hipomanícos propiamente tales, no se cumplen con  los requisitos para trastorno bipolar, concluyendo que la acusada presenta un trastorno histriónico de personalidad, con tonalidad infantil y tendencia a presentar episodios depresivos de intensidad variable, el que se enmarca  dentro de una organización limítrofe de personalidad.

4.  Set de 03 fotografías correspondiente al Sitio del Suceso, tomadas por personal de Carabineros de la Sección de Investigación Policial de Castro, de fecha 16 de Mayo del 2007.

5. Set de 01 fotografía correspondiente a las especies que fueron sustraídas y encontrada en poder de la acusada,  tomada por personal de Carabineros de la Sección de Investigación Policial de Castro, de fecha 16 de Mayo del 2007.

6.  Set de 01 fotografía correspondiente al Arma aparentemente de fuego  que fue ocupada por la acusada para intimidar a la víctima, tomada por personal de Carabineros de la Sección de Investigación Policial de Castro, de fecha 16 de Mayo del 2007.

7. Declaración de la víctima doña Paola Jessica Bastidas Chaura, quien declara ante el Ministerio Público, que es vendedora en un local de venta de celulares  de la empresa Telmóvil ubicado en calle Latorre Nº 218,  y que el día 16 de mayo de 2007, ingresó a la tienda una mujer de contextura gorda, baja, usaba gorro de lana, bufanda de lana, usaba lentes, la que ubicaba ya que antes había ingresado al lugar, y le pidió el teléfono celular más caro, el que le mostró en la vitrina, señalándole que lo quería comprar, y lo sacó de ahí y comenzó a empaquetarlo, cuando le dijo que no se lo activará todavía porque andaba apurada y se iba a Queilén, pidiendo unas tarjetas de prepago, a lo que ella le dijo que no tenía en el local, pero que iría a comprárselas, así que salieron del local, dejando cerrado, esperándola la mujer afuera del lugar  y al regresar ingresaron al negocio y como llegó gente  ella dijo que  atendiera no más a las otras personas, hasta que se quedaron solas  y le entregó el paquete con un celular Nokia 3220 de la empresa ENTEL  por un valor de $49.900, 20 tarjetas Movistar y ENTEL ascendiente a la suma de $77.500  y su respectiva boleta para que cancele  cuando la mujer sorpresivamente sacó un arma  de fuego y la apuntó y le dijo: “mira huevona este es un asalto, así que quédate quietecita, no hagas nada o si no te voy a dar un tiro, y no intentes llamar a los carabineros”, no atinando hacer nada  por el susto, huyendo la mujer hacia el puerto. Señala además que posteriormente llamó a Carabineros, quienes llegaron de inmediato y salieron en persecución de la mujer con las características físicas que ella les dio, apresando a una mujer, que luego ella reconoció en la comisaría. 

8. Declaración de don Claudio Alejandro Garrido Mellado, funcionario aprehensor, prestada ante el Ministerio Público, que da cuenta que el día 16 de mayo de 2007, en circunstancias que se  encontraba de servicio, recibió junto a su compañero el Sargento Juan López Flores, un llamado de la Cenco que informaba que había ocurrido un robo en la calle Latorre, concurriendo en forma inmediata, entrevistándose con la víctima, quien les entrego descripciones físicas de su agresora por lo que se procedió a realizar patrullajes por el sector,  la que fue divisada en calle Aureliano Sánchez  donde se le realizó un control de identidad y como no portaba documento alguno se le traslado a la unidad policial  donde se le interrogo respecto del robo reconociendo los hechos y manifestando que tenía las especies en su domicilio particular. Agrega que la víctima se presentó en la guardia y reconoció a la imputada, con quien se dirigieron a su domicilio y entregó voluntariamente las especies robadas.

9. Declaración de don Juan Hipólito López Flores, funcionario aprehensor, prestada ante el Ministerio Público, que da cuenta que el día 16 de mayo de 2007, en circunstancias que se  encontraba de servicio, recibió junto a su compañero Claudio Garrido Mellado, un llamado de la Cenco que informaba que había ocurrido un robo en la calle Latorre, concurriendo en forma inmediata, entrevistándose con la afectada Paola Jessica Bastías Chaura, quien les entrego descripciones físicas de su agresora por lo que se procedió a realizar patrullajes por el sector  la que fue divisada en calle Aureliano Sánchez  donde se le realizó un control de identidad y como no portaba documento alguno se le traslado a la unidad policial,  donde se le interrogó respecto del robo, reconociendo los hechos y manifestando que tenía las especies en su domicilio particular. Agrega que la víctima se presentó en la guardia y reconoció a la imputada, con quien se dirigieron a su domicilio y entregó voluntariamente las especies robadas.

SEPTIMO: Que a juicio de esta sentenciadora los hechos descritos y que se tienen por acreditados, configuran la figura típica del delito de ROBO CON INTIMIDACIÓN, previsto y sancionado en el artículo 436 y 432 del Código Penal, en grado de consumado, perpetrado por el acusado MARCELA DEL CARMEN CHÁVEZ GÓMEZ, en calidad de autora, el día 16 de mayo de 2007, en la comuna de Castro, en contra de la víctima Paola Jessica Bastidas Chaura.

OCTAVO: Que en sus alegaciones la Defensa no cuestionó la calificación jurídica ni la participación de su representada, haciendo valer a su respecto las dos minorantes de responsabilidad reconocidas por el Ministerio Público, refiriéndose a la entidad de la atenuante del artículo 11 N° 9 del Código Penal, esto es, la colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos que beneficiaría a su representada, sosteniendo que ella no sólo ha reconocido los hecho de la acusación y aceptado los antecedentes de la investigación, sino que su cooperación inicial en la investigación, consistente en el reconocimiento de los hechos ante Carabineros que le realizó el control de identidad, permitió su detención y la posterior recuperación parcial de las especies sustraídas y el arma a fogueo utilizada,  configura por sí sola la minorante alegada.  En este orden de ideas, solicita que el tribunal, al regular el quantum de la pena y en aplicación del artículo 68 del Código Penal, la rebaje en dos grados y la fije en una no superior a tres años de presidio menor en su grado medio, además de lo previsto por el artículo 69 del mismo cuerpo legal por cuanto las especies que fueron sustraídas fueron entregadas parcialmente en forma voluntaria, lo que habría impedido que se alegara la atenuante del artículo 456 del Código Penal.  

En relación con la concesión de medidas alternativas de la Ley 18.216, y en el evento que el tribunal accediera a la rebaja de pena solicitada, el abogado defensor invocó la procedencia del beneficio de la remisión condicional de la pena en favor de su representada, en virtud del artículo 4 del cuerpo legal citado, por estimar que se cumplen los requisitos legales para ello atendida la ausencia de antecedentes penales a la fecha de comisión del delito por el que se acusa,  sus antecedentes personales, su conducta anterior y posterior al hecho punible que permiten a su juicio presumir que no volverá a delinquir. En subsidio, y para el evento que se condenara a su representada a una pena igual o superior a tres años y un día de presidio menor en su grado máximo, la defensa solicito se imponga a la encartada el beneficio de la Libertad Vigilada, haciendo presente al tribunal que si bien existe en la especie un informe presentencial que no aconseja la concesión del beneficio, éste debe ser objetado por cuanto no se escuchó a parientes de su representada que se encontraban llanos a cooperar en su elaboración proporcionando elementos que hubiesen llevado a conclusiones distintas de las expresadas en el informe. Señala además que el mentado informe  evacuado por el Centro de Reinserción Social de Gendarmería de Puerto Montt,  que no aparece firmado por los emisores, basa sus conclusiones en un criterio social y no psicológico,  allegando al tribunal dos peritajes sociales y un informe psicológico efectuado a su representada que si aconsejan la concesión del beneficio sobre todo si se tiene presente que la familia de la tía materna de la acusada desea a acogerla en su hogar y apoyarla en un proceso de reinserción social, donde se pondrían especificar por el tribunal cumplimiento de las condiciones de las letras a), c) y e) del artículo 17 de la Ley 18.216, concluyendo además que el informe presentencial no es vinculante para el tribunal.

Finalmente solicita se haga aplicación del artículo 29 de la Ley 18.216 y se  exima a su representada del pago de las costas considerando su renuncia al derecho de ir a un juicio oral.

NOVENO: Que considerando los antecedentes de la investigación y el reconocimiento efectuado por el Ministerio Público de las dos atenuantes invocadas por la Defensa, el Tribunal, en una interpretación favorable a la acusada, acogerá ambas; la atenuante del artículo 11 N° 6, por cuanto ésta no registra anotaciones prontuariales pretéritas en su extracto de filiación y antecedentes penales y la atenuante del artículo 11 N° 9 del Código Penal, en atención a lo dispuesto en el artículo 407 del Código Procesal Penal, la actitud de la imputada durante la investigación fiscal y en la audiencia de procedimiento abreviado, además de lo manifestado en tal sentido por el propio ente persecutor. En cuanto a la calificación o mayor entidad de la atenuante de la colaboración sustancial, es necesario señalar que los antecedentes iniciales de la de la investigación, principalmente testimonio de la víctima recabado por los funcionarios policiales, la descripción de su agresora y posterior concurrencia a la unidad policial a fin de efectuar su reconocimiento, permitieron determinar el curso causal de áquella y el esclarecimiento de la dinámica de los hechos y la participación de la encartada, sobre todo si se tiene presente que ésta no prestó declaración ante el Ministerio Público, tal como lo sostuvo su representante, lo que lleva a rechazar la interpretación efectuada por la defensa.

DÉCIMO:
Que siendo la pena señalada al delito en este caso tres grados de una pena divisible, y estimando este Tribunal que concurren en la especie las dos circunstancias atenuantes de responsabilidad mencionadas en el considerando anterior, sin la concurrencia de circunstancias agravantes, para imponer la pena se estará a lo establecido en el artículo 68 y 69 del Código Penal, sin perjuicio de estar limitado el Tribunal en cuanto al máximo por la pena solicitada por el Ministerio Público en este procedimiento abreviado.

Para calificar la mayor o menor extensión del mal causado, esto es, la mayor o menor afectación de los bienes jurídicos protegidos, la integridad física y síquica de la ofendida por el delito  y la propiedad, esta sentenciadora tendrá en consideración las circunstancias de comisión del ilícito, especialmente la utilización un arma que aparentaba ser de fuego, y la naturaleza y cantidad de las especies sustraídas y la recuperación parcial de las mismas por la víctima.
UNDÉCIMO:
Que en cuanto a los beneficios de la Ley 18.216 invocados por la Defensa, el tribunal solo se pronunciará acerca de la petición subsidiaria en atención al quantum de la pena que se determinara en lo resolutivo del fallo, estimando que, sin perjuicio de existir informe presentencial por parte  de  la Sección de Tratamiento en el Medio Libre de Gendarmería de Chile de Puerto Montt que no aconseja la concesión de la libertad vigilada, se debe tener presente lo siguiente:

a. Que si bien, la prisión  fue concebida como un espacio de resocialización y educación, se ha podido demostrar científicamente que genera efectos  contrarios a los buscados, dado el aislamiento social a que son sometidos los internos  y las propias normas institucionales  que ponen énfasis en la seguridad y control, produciendo un deterioro en la identidad del sujeto, pérdida de autonomía con el consiguiente riesgo de  de producir una perdida de lazos sociales, impidiendo que a su egreso se produzca efectivamente el efecto resocializador propio de la pena.
b. Que, a fin de evitar tales efectos, y apoyar efectivamente la reinserción de las personas, y también como un modo de racionalizar el uso de las penas privativas de libertad, es que se crean las Medidas Alternativas a la Reclusión y concretamente la Libertad Vigilada de Adulto, la  que pretende  evitar los efectos negativos  de la prisión, antes mencionados, creando un ambiente correccional no institucionalizado, que permita establecer un vínculo delegado-usuario, que facilite el desarrollo de un programa de intervención personalizado utilizando para ello un enfoque contructivista.

c. Que, racionalmente desde la óptica antes señalada y la situación personal  y familiar extensa de la propia acusada, descrita en el informe presentencial y los informes sociales y el peritaje psicológico allegados por la defensa en la audiencia respectiva  (los que no han sido objetados en su rigurosidad técnica por el ente persecutor),  considerando especialmente que no registra trayectoria ni habitualidad delictual, que ha reconocido la necesidad de someterse a tratamiento médicos y psicológicos de rehabilitación y que existe un compromiso de su entorno familiar de apoyarla en dicho proceso, apareciendo el tratamiento en libertad eficaz y sobre todo necesario  en la especie para una efectiva readaptación y resocialización de la acusada, en los términos del artículo 15 de la Ley 18.216, sería procedente la concesión del beneficio alternativo solicitado por su defensa en los términos que se expresarán en lo resolutivo  del fallo,  cumpliéndose los demás requisitos de la mentada normativa.
Y TENIENDO PRESENTE, además, lo señalado en los artículos 1, 2, 3, 11 N° 6 y 9, 14, 15, 18, 21, 24, 30, 50, 56, 68, 69, 432, 436 del Código Penal; 1, 2, 3, 4, 6, 8, 45, 108, 247, 248, 259, 295, 297, 406 y siguientes del Código Procesal Penal; y Ley 18.216, se declara:   

I.- Que se condena a MARCELA DEL CARMEN CHÁVEZ GÓMEZ, ya individualizado, como autora del delito de ROBO CON INTIMIDACIÓN, en grado de consumado, cometido el día  16 de mayo de 2007, en la ciudad de Castro, a la pena de TRES AÑOS Y UN  DÍA de PRESIDIO MENOR EN SU GRADO MAXIMO y  la de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena
II.- Que reuniéndose en la especie los requisitos exigidos por la Ley 18.216,  se concede a la acusada el beneficio de la Libertad Vigilada quedando sujeta a la observación y asistencia de Gendarmería de Castro, por el período de CUATRO AÑOS, debiendo presentarse  al quinto día de ejecutoriada la sentencia de término y cumplir con las exigencias del artículo 17 de la Ley 18.216, salvo las dispuestas en las letra d) y e), y  el sometimiento obligatorio a exámenes médicos y psicológicos que aparezcan como necesarios para determinar su posterior tratamiento. Específicamente en caso de la letra a) de la norma legal mencionada, se determina la residencia de la beneficiada en el domicilio de calle Presidente Ibáñez  N° 1083 de la ciudad de Castro de propiedad de doña Ivonne Irene Chávez Paredes.


Si la beneficiada quebrantare, dentro del período de observación, algunas de las condiciones impuestas, el tribunal, a petición del Delegado de Libertad Vigilada, procederá a revocarla, disponiendo el cumplimiento de la pena privativa de libertad inicialmente impuesta en la sentencia, por el lapso no cumplido, que se comenzará a computar desde que la condenada se presente a cumplirla o sea habida.

Para el caso que la condenada deba cumplir efectivamente la pena privativa de libertad, deberá soportar la totalidad de la pena impuesta, descontándose como abono los 86  días que ha permanecido privada de libertad en la causa, esto es, desde el día 16 de mayo de 2007 hasta el día 09 de agosto de 2007 ambas fechas inclusive.

III.- Atendido lo previsto en el artículo 600 del Código Orgánico de Tribunales, que la condenada se encuentra patrocinada por la Defensoría Penal Pública y que renunció a su derecho a ir a un juicio oral, se le exime del pago de las costas de la causa. 

Ejecutoriada esta sentencia dése estricto cumplimiento al artículo 468 del Código Procesal Penal, remitiéndose oficios a Servicio de Registro Civil, Contraloría General de la República y Gendarmería. 

Dése cumplimiento en su oportunidad a lo previsto en el artículo 29 de la Ley 18.216.

ANÓTESE, REGÍSTRESE y ARCHÍVESE en su oportunidad.

Rol Único de Causa Nº 0700367634-4

Rit N° 698-2007

Dictada por JACQUELINE GUERRA VARGAS, Juez Titular del Juzgado de Garantía de Castro.
